
 

ELEMENTOS PARA UNA POLITICA 
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La vivienda constituye una de las necesi-
dades básicas del ser humano. Cuando la fa- 
milia no tiene acceso a una solución habita- 
cional mínima, el desarrollo de sus integran- 
tes se ve seriamente amenazado. En efecto,  
los peligros de enfermar y morir son muy su-
periores para los ocupantes de viviendas con  
alto grado de hacinamiento o insalubres. Un 
reciente estudio efectuado en Chile revela  
que los riesgos de morbilidad y mortalidad  
que enfrentan los niños cuyas viviendas care- 
cen de un sistema de eliminación de excretas  
o no disponen de agua potable duplican, 
prácticamente, los que afectan al resto de la 
población infantil1. 

Por otro lado, en una vivienda deficitaria,  
sea por hacinamiento o por condiciones insa- 
lubres, resulta muy difícil establecer el medio 
ambiente adecuado para un desarrollo inte-
lectual de las personas. Es sintomático que  
entre los niños que habitan en viviendas "ex-
tremadamente pobres", la escolaridad sea 
mucho más baja que en el resto de la pobla- 
ción2. 

La vivienda representa asimismo un ele- 
mento importante para situar a los indivi- 
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1 Véase A. Legarreta, "Factores condicionantes de la 
mortalidad en la niñez", en CEPLAN, Salud pública y 
bienestar social, 1976. 

2 Véase ODEPLAN-IEUC, Mapa de la extrema pobreza 
de Chile, 1975. 

duos en el ámbito social y económico que los 
rodea. En efecto, las familias que carecen de  
una solución habitacional estable enfrentan 
normalmente una tendencia a la desintegra- 
ción de la sociedad. En el sector urbano, por  
otra parte, ellas son desplazadas hacia las zo- 
nas periféricas de la ciudad, con lo que se  
les hace más costoso llegar a las fuentes de  
trabajo y consumo. 

Es cierto que la precariedad en las condi- 
ciones habitacionales suele ir acompañada de  
otras manifestaciones de la pobreza, como  
son, por ejemplo, la desnutrición, el analfa- 
betismo o la marginación de los servicios de salud, 
por lo que la solución de las deficien- 
cias habitacionales no resolverá por sí sola  
los problemas señalados. No obstante, la ade- 
cuada satisfacción de las necesidades de vi- 
vienda de la población es un requisito indis-
pensable para conseguir un mejor estado de  
salud y permitir un desarrollo normal del in-
dividuo. 

Se trata de un desafío de alcance univer-
sal, pero que asume perfiles más dramáticos  
en las naciones subdesarrolladas, porque en 
ellas un número sustancial de familias care- 
cen de una vivienda mínima, el incremento 
demográfico es acelerado y está todavía en  
marcha un proceso de urbanización que lle- 
va a grandes masas de población rural a des-
plazarse hacia las ciudades. 

Los gobiernos no pueden sustraerse a esta 
realidad, máxime cuando los sectores afecta- 
dos presionan para que contribuyan a solu- 
cionarla. 

Se propone este trabajo examinar la situa-
ción imperante a este respecto en Chile en  
los últimos diez años y las políticas guberna- 
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menta les  implementadas  para  encara r la .  
Aunque referido a un país específico, consi-
deramos que el análisis puede conducir a con-
clusiones útiles acerca de la naturaleza que 
deben asumir los programas habitacionales 
en otras naciones latinoamericanas, dado que 
en éstas el problema de la vivienda asume 
características y reconoce causas relativamen- 
te similares. 

El capítulo I intenta formular un diagnós- 
tico acerca de la magnitud de las deficiencias 
habitacionales en Chile. Se examinan luego, 
en el capítulo II, algunos de los factores que 
las originan, mientras que en el III se inten- 
ta evaluar la incidencia de los programas gu-
bernamentales, a fines de los años sesenta, 
con el objeto de establecer si su orientación 
ha sido la más adecuada en el sentido de fa-
vorecer a quienes tienen mayores necesidades. 
Finalmente, se plantean algunas recomenda-
ciones para aumentar la eficiencia de las po-
líticas públicas sobre la materia. 

1. ALGUNOS DATOS BÁSICOS 

Para expresar la magnitud del problema se 
utiliza frecuentemente el concepto "déficit 
de viviendas". Este se calcula en función de 
la diferencia entre las necesidades habitacio-
nales —estimadas sobre la base de estadísticas 
demográficas— y el stock de viviendas en con-
diciones aceptables. Como es obvio, los resul-
tados difieren de acuerdo al estándar míni-
mo que se exija a una habitación para clasi-
ficarla en esta categoría. De allí que los cálcu-
los sobre la magnitud del déficit habitacional 
chileno en 1975 fluctúen entre 400 y 500 mil 
viviendas3. No es propósito de este trabajo 
avanzar en la precisión de esta cifra. Baste 
señalar que aun con la estimación más con-
servadora, el problema aparece afectando a 
más de la quinta parte de los hogares chile-
nos. 

 
3Se han considerado las cifras que aparecen en L.  

F. Lira, "Chile: estimación de las necesidades de vi- 
viendas, 1970-2000", CELADE, Serie C, No 160; diciem- 
bre de 1974, y en Ministerio de la Vivienda y Urba- 
nismo. "Líneas generales de una política de vivien- 
da y plan general para 1976", versión preliminar,  
agosto de 1975. 

A comienzos de los años setenta, ODEPLAN dio a co-
nocer estimaciones según las cuales el déficit se apro- 
x imaba  a  las  se i sc ien tas  mi l  v iv iendas .  Ot ras  
entidades han seguido utilizando ese cálculo. No obs- 
 

A la cifra anterior habría que agregar aque- 
llas viviendas que teniendo una construcción 
aceptable— principal criterio usado para cal-
cular el déficit— registran problemas de ha-
cinamiento y/o carecen de instalaciones sani-
tarias. En 1970, 90 mil familias compuestas 
por cuatro o más personas vivían en una so-
la pieza. En lo relativo a las instalaciones sa-
nitarias, y considerando únicamente el sector 
urbano4, alrededor de 315 mil viviendas no 
contaban con agua potable y 492 mil no po-
seían excusado o éste carecía de descarga de 
agua5 (22 y 34 por ciento, respectivamente, 
de las viviendas urbanas). 

Desde el punto de vista de la formulación 
de políticas, la deficiencia principal del indi-
cador usado para cuantificar el problema re-
side en la vaguedad de las definiciones acerca 
de lo que es una vivienda deficitaria. Cierta-
mente, las 400 ó 500 mil familias chilenas 
afectadas por el problema no viven a la in-
temperie. En alguna proporción, las habita-
ciones que ocupan son recuperables. Por lo 
tanto, la solución del problema no requiere 
construir  viviendas nuevas en un número 
equivalente al déficit. Hasta ahora, no obs-
tante, este hecho ha sido prácticamente ig-
norado y las políticas han descartado implí-
citamente la posibilidad de soluciones parcia-
les. 

Más del 85% de las viviendas deficitarias 
se encuentran ocupadas por familias que per-
ciben rentas inferiores a US$ 100 mensuales6. 
 

tante, se descartó aquí el empleo de esa cifra, porque  
al basarse en antecedentes demográficos anteriores al  
Censo de 1970 sobreestima las necesidades de viviendas,  
aparte de que establece un "mínimo aceptable" que se  
considera demasiado exigente. Véase ODEPLAN, Ante- 
cedentes sobre el desarrollo chileno 1960-70, Santiago. 

4En el sector rural la carencia de esta infraestruc- 
tura es de menor gravedad, debido a la baja densidad 
demográfica, lo cual no significa que la eliminación  
de desechos y el abastecimiento de agua satisfaga los  
requisitos mínimos de higiene y salubridad. 

5Muchas de las viviendas que presentan problemas  
de hacinamiento o falta de instalaciones sanitarias ya  
están incluidas entre las deficitarias desde el punto  
de vista de su construcción. Por lo tanto, las cifras  
no son sumables. Los datos están tomados de INE,  
XIV Censo de Población y III de Vivienda. 

6Con el objeto de simplificar la exposición, la ma- 
yor parte de las cifras financieras se expresan en dó- 
lares corrientes, para lo cual se utilizó el tipo de 
cambio bancario vendedor contado, vigente al mo- 
mento de hacerse la conversión de la moneda nacional. 
 



Por otra parte, de los hogares ubicados en 
este tramo de ingreso -los cuales conforman  
el 60 por ciento de la población nacional-,  
la tercera parte al menos vive en condiciones 
marginales. En el resto de la población, el 
problema tiene escasa incidencia, como que  
no afecta ni a la décima parte de las familias.  
Una distribución similar se observa en rela- 
ción a la disponibilidad de agua potable y al-
cantarillado (cuadro 1). 

La falta de habitaciones mínimas se con- 
centra -casi en un 70 por ciento del total-  
en las áreas urbanas, lo que no es extraño si  
se considera que en Chile un porcentaje re-
lativamente similar de la población vive en 
ciudades. No obstante, en el medio rural tres  
de cada diez viviendas son inadecuadas, rela- 
ción que en las zonas urbanas llega sólo a  
dos de cada diez. 

En las grandes ciudades, por otra parte,

las familias que viven en condiciones defici- 
tarias tienden a ser desplazadas a áreas peri- 
féricas. De allí que sus habitantes deban 
afrontar mayores dificultades para llegar a  
sus ocupaciones o a los centros de abasteci- 
miento7. De igual modo, se elevan los costos  
de dotar a esas poblaciones de los servicios de 
urbanización indispensables. 

Durante la última década, y a pesar del 
enorme esfuerzo gubernamental desplegado  
hasta 1972, la construcción de viviendas de- 
finitivas ha sido apenas suficiente para satis- 
facer las necesidades derivadas del crecimien- 
to vegetativo de la población. Entre 1965 y  
1975 debieron haberse levantado por este  
concepto unas 37 mil soluciones al año. A es- 
ta cifra habría que agregar las habitaciones 
requeridas para reemplazar a aquellas que 
completan su ciclo de vida útil (unas 11 
mil)8. Ahora bien, el promedio de viviendas 
 

 

 
 

 
7Un estudio efectuado en 1966 en el Gran Santiago  

reveló que casi el 60 por ciento de los habitantes de  
áreas marginales debía gastar sobre media hora en  
trasladarse diariamente a sus centros de trabajo, mien- 
tras que en el total de la población metropolitana  
esa relación llegaba sólo a 28%. Véase O. Mercado

et al., La marginalidad urbana, origen, proceso y  
modo, DESAL, 1970. 

8La estimación corresponde solamente a las necesi- 
dades urbanas y supone una duración media de las 
viviendas de 65 a 70 años. Ver MINVU Op. cit. 
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iniciadas anualmente durante este período  
fue de apenas 39 mil (cuadro 2 y gráfico 1)  
y en seis años no llegó ni siquiera al mínimo 
necesario para cubrir la demanda derivada  
del incremento demográfico. 

Las políticas tradicionales se han revelado 
incapaces, por consiguiente, de satisfacer las 
necesidades de crecimiento y reposición. Y si  
ello no ha redundado en un mayor déficit ha-
bitacional que el existente a principios de los  
años sesenta, ha sido gracias a la implemen- 
tación de algunas soluciones parciales, como  
Las 71 mil "operaciones sitio" realizadas por  
el sector público, entre 1965 y 1970 y las 10  
mil viviendas sociales levantadas en 1974. 
Asimismo, entre 1965 y 1970 el Estado pro-
porcionó 40 mil "mediaguas"9. Debe seña- 
larse que es difícil cuantificar estas acciones,  
ya que ellas no aparecen contenidas en las 
estadísticas oficiales de edificación. Tampoco 

 
 

 

 
 

 
9La "operación sitio" consistió en la entrega de un  

sitio con la urbanización mínima, en el cual los pro- 
pios pobladores construían sus viviendas, las cuales 
 

podían ser reemplazadas por soluciones definitivas.  
La "mediagua" era una pequeña pieza de madera  
con techo de fonolita. 



se registran las "viviendas no controladas", 
que en su mayoría corresponden a "solucio-
nes espontáneas". Según ciertas estimaciones, 
estas últimas equivalen aproximadamente a 
la quinta parte de la construcción controla-
da10. 

En síntesis,  el  problema habitacional se 
manifiesta en la incapacidad que ha eviden-
ciado la economía chilena de satisfacer las ne-
cesidades de viviendas derivadas del creci-
miento demográfico y de la necesidad de re-
emplazar las que han completado su ciclo 
útil. Por su naturaleza dinámica, estas nece-
sidades son de magnitud creciente, por lo que 
en las próximas décadas los requerimientos 
serán cada vez mayores. 

El desequilibrio entre capacidad de oferta 
y las necesidades ha ido generando un 
déficit que se manifiesta en la aparición de 
soluciones habitacionales de naturaleza muy 
precaria —"callampas", "campamentos", 
"rucas", etc.—, por debajo sin duda de los 
estándares mínimos y que son puestas en 
práctica por las familias que no tienen acceso 
al mercado formal de la vivienda. Por lo 
tanto, el desa- 
fío que enfrentan las políticas habitacionales 
no consiste sólo en construir para satisfacer 
las necesidades que impone el crecimiento 
demográfico y la reposición, sino también en 
reducir el déficit de arrastre11. Si se quisiera 
superar el mencionado desafío al cabo de una 
década, habría que proporcionar soluciones 
habitacionales a unos 90 mil hogares anual-
mente. 

PRINCIPALES CAUSAS DEL PROBLEMA 

1. Condicionantes impuestos por el nivel y  
las características del desarrollo económico 

La política habitacional y la actividad de 
construcción y asignación de viviendas tienen 
cierta autonomía. No obstante, se encuentran 

 
10Ver Colegio de Arquitectos de Chile, "Plan nacio- 

nal de desarrollo urbano, rural y de vivienda", no-
viembre de 1973. 

11 Aun cuando para simplificar la exposición haga- 
mos referencia explicita únicamente a la construc- 
ción de viviendas, no debe olvidarse que ella involu- 
cra en forma simultánea trabajos de urbanización y  
de extensión de los servicios de utilidad pública. Igual  
cosa hay que decir respecto de los requerimientos de 
planificación urbana, que en el Gran Santiago, por 

condicionadas por el contexto económico ge- 
neral en que se realizan. En particular, exis-
ten tres elementos que tienen gran importan- 
cia en este sentido: el nivel de la renta per 
cápita, la tasa de ahorro e inversión, y la dis-
tribución del ingreso nacional. 

Una parte de este último se asigna a aho- 
rro y en consecuencia a inversión, de la cual,  
a su vez, un determinado porcentaje se orien-
ta a la construcción de viviendas. Supóngase 
un Producto Geográfico Bruto de US$ 8 mil 
millones y una tasa de inversión de 16 por 
ciento, de la cual la sexta parte se destina a 
vivienda. En estas condiciones, similares a las 
que han prevalecido en la economía chilena 
durante los últimos diez años, se dispondría 
anualmente de unos US$ 230 millones, esto 
es, casi el 2,9 por ciento del PGB. 

Con estos recursos, el gasto promedio má-
ximo por vivienda para satisfacer las necesi-
dades de crecimiento poblacional y reposición  
—estimadas en 48 mil viviendas— alcanzaría  
a US$ 4.750. Si se pretendiera construir 20  
mil habitaciones adicionales, para superar en 
20 años el déficit de arrastre, entonces el gas-
to promedio máximo por unidad debería re-
ducirse a US$ 3.380. 

Para apreciar el significado de estas cifras, 
téngase en cuenta que la solución en altura 
más barata ofrecida por CORVI tiene un costo 
de US$ 3.90012, esto es, dadas las limitaciones 
de la estructura económica nacional no se podrían 
construir al año más de 59 mil de-
partamentos de tales características. Por otra 
parte, la casa más económica —35 m2 edifica-
dos— que entrega actualmente el sector pú-
blico tiene un costo de US$ 2.435. Dados los 
recursos disponibles, se podrían levantar un 
máximo de 95 mil viviendas de esas especifi-
caciones en un año. La brecha respecto de las 
necesidades deriva del hecho de que buena 
 

ejemplo, postulan una mayor densificación. Este úl- 
timo aspecto, que significa priorizar la construcción  
en altura, se analizará muy brevemente, lo cual no 
significa desconocer su enorme importancia. Asimis- 
mo, se requiere diseñar una política de suelo urba- 
no, cuestión que tampoco es abordada en este tra- 
bajo. 

12Corresponde a un departamento que ocupa 52 m2  
y es de construcción solida. Véase Ministerio de Vi- 
vienda y Urbanismo, Elementos de análisis del subsec- 
tor vivienda, mimeo, 1970. 
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parte de los recursos se utiliza para construir 
viviendas con un costo muy superior al cita- 
do13. 

Está por cierto fuera del campo de las po- 
líticas habitacionales procurar un cambio en  
los patrones de desarrollo o modificar en tér- 
minos sustanciales el ritmo de crecimiento.  
Ellos constituyen el marco dentro del cual se 
diseñan las políticas. La elevación del ingre- 
so promedio por hogar significa un mejora- 
miento equivalente en las posibilidades ya  
sea de aumentar el número de construcciones  
o de mejorar su calidad. Algo similar, en tér- 
minos de la capacidad de influencia de las  
políticas de este sector, ocurre con la tasa de 
inversión en la economía. Un mayor esfuer- 
zo en tal sentido producirá un importante 
efecto sobre la capacidad de edificación. Si  
la tasa de inversión, como porcentaje del PGB,  
se eleva en un punto, la construcción de vi- 
viendas puede incrementarse en 6,25 por 
ciento. 

Dentro de los fondos destinados a acumu- 
lación de capital, la inversión en vivienda es  
en Chile relativamente baja, comparada con  
la que se observa en otros países. Como se  
señaló, durante los años sesenta alcanzó al 18  
por ciento de la inversión geográfica bruta, 
fluctuando entre un mínimo de 13 y un má- 
ximo de 21 (1961 y 1969, respectivamente)14. En 
general, en los países en los cuales los 

 

13No se ha considerado en el análisis el problema  
de la disponibilidad de insumos —materias primas,  
mano de obra calificada, maquinarias, etc.—, ya que  
de acuerdo a estudios sobre el particular no se pre-
sentarían "cuellos de botella" que amenacen el cum- 
plimiento del programa de construcciones. Véase, por  
ejemplo, Cámara Chilena de la Construcción, Plan 
habitacional y de desarrollo urbano, noviembre de  
1973, donde se cuantifican las necesidades y la dispo- 
nibilidad de insumos con un ritmo de construcción  
anual que va desde 55.700 viviendas en 1974 a 84.600  
en 1979. 

14La inversión en construcción en general —obras  
públicas, edificios no residenciales y vivienda— alcan- 
za en Chile niveles similares a los que se registran en  
otros países de la región. Las diferencias residen en  
la composición de la inversión en construcciones, otor- 
gándose en Chile un énfasis mayor a las obras no  
residenciales. 

Cabe señalar que cada punto de aumento en el co- 
eficiente de inversión en vivienda permite incremen- 
tar en 5,6 por ciento, ya sea el número de soluciones 
habitacionales o el gasto (calidad) promedio en cada  
una de ellas. 

programas de vivienda son impulsados de  
manera vigorosa, dicha relación supera el 20  
por ciento. No obstante, no podría elevarse  
mucho más allá, puesto que se verían seria- 
mente perjudicados otros sectores económi- 
cos. 

El monto de recursos asignados a vivienda 
guarda estrecha relación con las característi- 
cas del sistema financiero utilizado para cap- 
tar ahorros. Como se analizará más adelante,  
la adopción de determinadas medidas en este 
campo contribuye de manera importante al 
incremento de la inversión habitacional. 

El ingreso nacional y la tasa de inversión 
configuran la limitación global que enfrenta  
la construcción de viviendas. Para establecer  
lo que ocurre en definitiva en términos de la 
satisfacción de las necesidades de las perso- 
nas, hay que conocer la distribución de ese  
ingreso y, por lo tanto, la capacidad adquisi- 
tiva de los diferentes grupos sociales. Mien- 
tras más igualitariamente se reparta la renta 
nacional, mayores serán las posibilidades de  
que todas las familias tengan acceso al menos  
a una vivienda mínima. 

De acuerdo a la última encuesta confiable  
de cobertura nacional, que data de 1968, al- 
rededor del 60 por ciento de los hogares chi- 
lenos percibía a esa fecha menos de US$ 100 
mensuales15. Esto significa que ni siquiera 
destinando durante 30 años el 20 por ciento  
de sus entradas a financiar una vivienda po-
drían adquirir con sus propios recursos la so- 
lución mínima que ofrece CORVI16. Libradas  
a su propia suerte, entonces, más de la mitad  
de las familias chilenas no estarían en condi- 
ciones de aspirar ni siquiera a la solución ha-
bitacional más modesta que proporciona el 
sector público. 

Por lo tanto, y dado que la distribución  
del ingreso —al igual que otras características 

 
15INE. Encuesta de ingresos familiares, 1968. Aparen-

temente la distribución del ingreso mejoró en los  
años siguientes, para luego empeorar a partir de 1972-  
73, hasta llegar en 1915 a una estructura más con-
centrada que la prevaleciente en 1968. 

16El interés real que se considera es un 10% anual.  
Se ha elegido esta tasa porque ella representa, de 
acuerdo a las estimaciones existentes, el costo alter- 
nativo del capital en Chile. Ver S. Bitar y H. Trivelli,  
"Cálculo de rentabilidades financieras y económicas  
de empresas industriales chilenas", en Cuadernos de 
Economía, No 19, diciembre de 1969. 



de la estructura económica— no puede ser al-
terada sustancialmente por políticas de vi-
vienda, las alternativas son o que más del 50 
por ciento de los chilenos se resigne a vivir 
en condiciones deficitarias o a ajustar las so-
luciones ofrecidas a las restricciones que im-
pone el patrón de desarrollo. Esto no involu-
cra desconocer la importancia de acelerar el 
crecimiento económico y de orientarlo hacia 
una mayor igualdad. Muy por el contrario, 
toda política de vivienda resultará más via-
ble sí se inserta en una estrategia de desarro-
llo que procure simultáneamente la consecu-
ción de ambos objetivos. Pero siempre será 
más eficiente en la medida que los progra-
mas habitacionales tengan en cuenta las res-
tricciones imperantes y traten de ajustarse a 
ellas. 

2 .  Los  es tándares  de  ed i f icac ión  

Una de las modalidades más obvias de en-
carar la escasez de recursos consiste en la re- 
visión de los estándares de edificación de las 
soluciones habitacionales. En la medida en 
que dichas exigencias no se adecúen a las 
restricciones estructurales, se acrecentará la 
brecha entre el costo de las viviendas que se 
construyen y la capacidad de pago de las fa-
milias afectadas, y el mencionado desajuste 
pasará muy pronto a transformarse en una de 
las causales de la persistencia y agravamiento 
del problema. 

En el caso de viviendas definitivas, como 
son las consultadas en la mayor parte de los 
programas implementados en Chile, la men-
cionada adecuación puede lograrse reducien-
do el tamaño del terreno, la superficie cons-
truida o la calidad de la solución habitacio-
nal.  En el transcurso de las cuatro últimas 
décadas se ha observado una progresiva re-
ducción de estos estándares en el país. La su-
perficie promedio de las viviendas, único in-
dicador disponible para una comparación de 
largo plazo, disminuye desde 160 m2 en los 
años treinta, a 60 m2 en la primera mitad de 
la década del setenta. Los estándares difieren 
entre el sector público y las construcciones 
por iniciativa privada, como asimismo entre 
zonas geográficas y grupos socioeconómicos. 
El cuadro 3 consigna antecedentes al respecto. 

La evolución apunta pues en el sentido co- 
 

 

Toda la información —salvo la del SINAP- corres-
ponde a viviendas iniciadas. A excepción del período 
1960-75, en que se cubre la edificación de todo el 
país, los datos corresponden a una muestra conforma-
da por un número variable de comunas. 

Fuentes: Ministerio de Vivienda y Urbanismo, "42 
años de planificación habitacional en Chile", mimeo., 
septiembre 1973; INE, Boletines de edificación y Caja 
Central de Ahorros y Préstamos, Informativo estadís-
tico, diciembre de 1975. 
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rrecto17. No obstante, las soluciones disponi-
bles están lejos todavía de satisfacer los re-
quisitos derivados del escaso nivel de ingreso 
de la mayoría de la población. Si el 60 por 
ciento más pobre de las  famil ias  chilenas 
—las que perciben menos de US$ 100 men-
suales— pudiera destinar durante 30 años la 
quinta parte de sus ingresos —lo que es pro-
bablemente una tasa elevada en esos estratos 
de renta— a financiar la adquisición de una 
vivienda, sólo podrían aspirar a una cuyo 
costo no excediera de US$ 2.260. Y el 30 por 
ciento más pobre —por debajo de los US$ 50 
al mes— no podría postular a una solución 
habitacional que costara más de 1.130 dóla-
res1 8.  No obstante el costo promedio de las 
viviendas construidas por CORVI entre 1968 
y 1969 alcanzó a US$ 4.600, y proyecciones 
para 1976 indicaban que llegaría a 5.10019. 

El desajuste entre los costos de la vivienda 
y los ingresos de la población es un problema 
que afecta a gran parte de los países subdes-
arrollados. Según un reciente estudio, el 55 
por ciento de las familias de Ciudad de Mé- 
xico no está en condiciones de financiar la 

 
17 Es probable que el indicador utilizado exagere la 

verdadera reducción de los estándares, ya que los in- 
centivos para fomentar la construcción de viviendas 
económicas se han definido en función de la super- 
ficie que ocupan. Esto ha acarreado, más que una 
reducción de la calidad, una disminución del tamaño. 

Un sesgo adicional deriva de la naturaleza de los  
universos considerados. Mientras que la muestra de  
los años treinta y cuarenta se refiere a comunas en  
las que tradicionalmente se han construido viviendas  
de mayor tamaño, los datos para la década del sesen- 
ta corresponden a la edificación iniciada en todo el  
país. 

Por último, al efectuar las comparaciones no debe 
dejar de considerarse que también el tamaño prome- 
dio del núcleo familiar chileno ha tendido a redu- 
cirse en el transcurso de las últimas décadas. 

18 La tasa de interés real implícita en estos cálculos  
es de 10 por ciento al año, Si se redujera a 15% la  
parte del ingreso familiar destinada a vivienda, el  
costo máximo de las soluciones habitacionales que es- 
tos estratos podrían financiar ascendería a 1.700 y  
850 dólares, respectivamente. 

19 Véase Ministerio de Vivienda y Urbanismo. 1970.  
op. cit. y Ministerio de Vivienda y Urbanismo, 1975.  
op. cit. En este último caso se trata de construcciones  
para todo el sector público (CORVI, CORHABIT, institu-
ciones de previsión). 

A su vez, los costos de las viviendas ofrecidas tie- 
nen una variabilidad considerable: en 1968-69 fluc- 
tuaban entre 1.440 y 21.110 dólares, y en el plan de  
1976 entre 2.435 y 12.737. 

adquisición ni siquiera de la solución habita-
donal más económica, que en ese país tiene 
un costo cercano a los US$ 3.000. En Colom-
bia, el 17 por ciento de las familias de Bogo- 
tá carece de ingresos suficientes para adqui-
rir una vivienda mínima, cuyo valor asciende 
a US$ 1.48020. 

Las consecuencias de la situación descrita 
son,  por  una par te ,  la  marginación de  los  
más pobres, ya que estas soluciones están fue-
ra de sus posibilidades, o lo que es más fre-
cuente, la necesidad de que el Estado otorgue 
elevados subsidios a la vivienda. En este úl-
timo caso, los recursos se agotan antes de que 
se logre resolver el problema habitacional de 
la gran masa de hogares. Sólo unos pocos en-
tonces resultan favorecidos, y la gran mayo-
ría ve postergada indefinidamente una solu-
ción a su problema. 

3. Los costos de construcción 

El desequilibrio a que nos hemos estado 
refiriendo se ve agravado en el caso chileno 
por los elevados y crecientes costos que se re-
gistran en la actividad de la construcción. En 
1970 superaban en más de 25 por ciento el 
nivel promedio para toda América Latina21. 
Adicionalmente, en los últimos años han su- 
bido más rápidamente que el nivel general 
de precios: en efecto, entre 1968 y 1975 se in-
crementaron en 27 por ciento en términos 
reales (cuadro 4). De haberse mantenido los 
niveles imperantes en 1968, con los mismos 
recursos hubieran podido durante el período 
construirse 2 millones adicionales de metros 
cuadrados, es decir, unas 50 mil viviendas de 
40 m2 22. 

 
20Véase World Bank, Housing, Sector Working Pa- 

pers, May 1975. Las estimaciones suponen 25 años  
plazo para pagar las viviendas, 10% de interés y 15%  
de la renta familiar destinada a ese propósito. 

Las diferencias de costos en las viviendas mínimas  
entre países no sólo se explican por los distintos es-
tándares, los costos de construcción varían significa- 
tivamente. Los de Chile y México son similares (US$  
40-42 por metro cuadrado), pero bastante superiores  
a los que se registran en Colombia (US$ 24). 

21La estimación incluye datos para una docena de 
países de la región, a partir de los antecedentes con- 
tenidos en World Bank, 1975, op. cit. 

22  Se estimó para cada año la diferencia entre los 
precios reales y el nivel de 1968, obteniéndose así la 
 



 

 
A pesar de la incidencia que, de acuerdo a  

estas cifras, tienen los costos de edificación en  
la brecha existente entre necesidades y posi-
bilidades de edificación, ellos no han recibi- 
do la atención que merecen. Desgraciadamen- 
te, este trabajo no es una excepción y sólo se 
limitará a señalar algunas de las causas que 
explican la tendencia alcista, más bien con el 
propósito de estimular investigaciones sobre  
el particular. 

Habría que señalar entre esas causas las  
agudas fluctuaciones que exhibe esta activi- 
dad, las restricciones a la competencia que  
existen tanto en el sector construcción como  
en la industria abastecedora de materias pri- 
mas, las políticas salariales y de precios, y el 
constante aumento de las exigencias de segu- 
ridad impuestas por los servicios de utilidad 
pública. 

Las fluctuaciones en la demanda -ilustra- 
das en el gráfico 1- han obedecido principal- 
mente a las variaciones en los niveles de edi-
ficación contratados por el sector público. La 
inversión en vivienda se ha utilizado con fre-
cuencia como mecanismo de ajuste en la po- 
lítica fiscal, generándose así excesos de de- 
manda en los mercados de insumos durante 
 
superficie potencialmente construible a los costos del  
periodo base. 

los períodos de auge de la inversión y, por lo  
tanto, presiones al alza de precios. En las co-
yunturas de restricción, por el contrario, los  
precios han resultado inflexibles a la baja23  
a consecuencia de la falta de competencia  
existente en este mercado. 

Con el objeto de estimular la construcción  
de viviendas económicas se ha tratado de re- 
ducir los costos de edificación mediante el 
otorgamiento de subsidios a las empresas del  
ramo. La llamada Ley Pereira –No 9.135, de  
1948- y el DFL 2 de 1959 establecieron diver- 
sas franquicias y exenciones tributarias para  
la construcción de viviendas sociales24, las 

 

23Véase un análisis de la evolución de los costos en  
R. Merril, An evaluation of Chile's housing program: 
problems and prospects, Cornell University, 1968. So- 
bre las limitaciones a la competencia en el sector,  
puede verse J. Cisternas, "Antecedentes sobre el sec- 
tor de construcción de viviendas: dinámica de con- 
centración", SERCOTEC, 1970.  

24El DFL 2, dictado en 1959, reduce la tributación a  
la renta, global complementario e impuesto CORVI a  
las empresas constructoras de viviendas económicas.  
Asimismo, libera a las viviendas económicas y a los  
materiales usados en su construcción de impuestos a la 
compraventa, actos jurídicos, etc. Contempla tam- 
bién beneficios en favor de los compradores de esas  
viviendas, al dejarlos exentos del impuesto territorial  
y al eximir sus rentas del global complementario. Es- 
tos últimos afectan a la demanda. 
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que fueron definidas en función de la super-
ficie edificada. 

La efectividad de dichas políticas no ha si-
do convenientemente evaluada. Sin embargo, 
ya desde el punto de vista teórico este tipo de 
subsidios merece algunos reparos. En primer 
término habría que mencionar que el tama-
ño de la solución habitacional no parece un 
buen criterio para segregar el mercado. De 
hecho, pueden construirse viviendas relativa-
mente pequeñas, pero que, por su costo o ca-
racterísticas, estén destinadas a sectores de la 
población que no necesitan de subsidio algu-
no o que ya disponen de techo. Por esta vía. 
pues, se generan una serie de "filtraciones" 
de recursos públicos. El procedimiento ter-
mina transformándose así, más que todo, en 
incentivo para reducir la superficie promedio  
de las viviendas. 

Por otra parte, los subsidios al productor  
no necesariamente se traducen en menores 
precios para el consumidor, y si lo hacen, 
pueden beneficiarlo sólo en forma parcial.  
El traslado del subsidio dependerá de la es- 
tructura del mercado, de la base tributaria  
que se vea afectada y del comportamiento de  
los agentes económicos25. Por lo tanto, dadas  
la falta de competencia y el hecho de que  
las franquicias que se han establecido en Chi- 
le benefician incluso las rentas personales de  
los propietarios de las empresas constructo- 
ras, es muy probable que buena parte de es- 
tos subsidios haya redundado en mayores uti-
lidades antes que en menores costos. Se des- 
vían en este caso los recursos públicos del 
objetivo trazado: la solución del déficit ha-
bitacional. 

La falta de selectividad de estas medidas 
resulta especialmente grave por el alto costo  
que tienen para el Estado, en términos de  
la menor recaudación tributaria obtenida. De 
acuerdo a una estimación del Servicio de Im-
puestos Internos, las franquicias mencionadas 
alcanzaron en 1968 un valor equivalente al  
11 por ciento del gasto público realizado ese  
año en vivienda (cuadro 5). En términos de 
edificación, esto representa el valor de cons- 

 
25 Véase A. Foxley, E. Aninat, J. P. Arellano, Fiscal 

instruments and; redistribution: the incidence of taxa- 
t ion ,  Working Paper .  World  Employment  Program,  
ILO, 1976. 

 

4. El financiamiento de la vivienda y la po- 
lítica de subsidios 

Los programas destinados a dar solución  
al problema habitacional se han orientado ca- 
si exclusivamente a hacer propietarios de las 
viviendas. Por lo tanto, han requerido imple- 
mentar un sistema de préstamos para que las 
adquieran. El propósito de esta sección es es- 
tudiar las características del financiamiento  
de los programas desarrollados por el sector 
público, ya que para la gran mayoría de la 
población representan la única fuente de "so-
luciones organizadas". 

El Estado ha mantenido tradicionalmente  
3 líneas de préstamos. Una destinada a los 
asegurados de las instituciones previsionales;  
otra de libre inscripción, que se ha organiza- 
do a través de CORVI y CORHABIT, y una ter- 
cera orientada a cooperativas26. Además, ha 

 

2 6Información detallada sobre otros programas de 
menor importancia  se  encuentra  en J .  P .  Arel lano,  
"Distribución de los beneficios proporcionados por el 
sec to r  púb l i co  en  v iv ienda  y  u rban i smo  en  Ch i le ,  
1969", mimeo, CEPLAN, 1976. 



prestado apoyo a las asociaciones de ahorro y 
préstamo, que se orientan principalmente a 
financiar la construcción privada, individual  
y cooperativa. El programa en favor de los 
imponentes de los institutos previsionales ha  
sido administrado por las propias cajas. Ellas  
han construido en forma directa o a través de 
CORVI, asignando posteriormente las viviendas 
 

entre sus asegurados. De menor importancia  
ha sido la línea de créditos para construcción 
privada, por lo que la hemos marginado del 
análisis. En los cuadros 6 y 7 se informa acer- 
ca de las condiciones en que las cajas han 
concedido sus préstamos. 

El programa de libre inscripción comenzó a 
implementarse a partir de 1967, bajo la de- 
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nominación de Plan de Ahorro Popular 
(PAP). Las soluciones habitacionales ofrecidas 
abarcaban desde un sitio urbanizado hasta un 
departamento de 36 m2 (PAP 5). En la actuali- 
dad, las opciones de estos postulantes son una 
vivienda social (35-45 m2), una vivienda de  
40-50 m2 (tipo A) o una de 50 a 70 m2 (vi- 
vienda tipo B). En los cuadros 6 y 7 apare- 
cen también las condiciones en que se con- 
ceden estos préstamos. Las cooperativas, en 
general, han tenido acceso a este mismo tipo  
de soluciones, por lo que no se les ha hecho  
objeto de un análisis separado. 

Prácticamente todas las líneas de préstamos 
contemplan un ahorro previo que fluctúa en- 
tre 4 y 25 por ciento del monto solicitado.  
Ello parece bastante razonable si se considera  
la necesidad de que los interesados contribu- 
yan a financiar las inversiones requeridas. Se  
trata de un criterio que en los países europeos  
está bastante difundido, fluctuando las exi- 
gencias entre 10 y 25 por ciento del valor de  
los préstamos. Probablemente, el único caso  
en que resulta aceptable no imponer este re- 
quisito se plantea cuando hay que ofrecer so-
luciones de emergencia, que por su mismo ca- 
rácter no permiten esperar el plazo necesario  
para constituir los ahorros27. Las líneas de 
préstamos ofrecidas por entidades públicas  
han contemplado asimismo tasas de interés 
inferiores al costo real del crédito, y decre- 
cientes según disminuya el monto del présta- 
mo. Se ha querido de esta forma otorgar un 
subsidio que aumente a medida que la so-
lución a la que se postula sea más barata, y  
por lo tanto, el ingreso de la familia más ba- 
jo. Sin embargo, a raíz de las diferencias en  
el monto de los préstamos y en el plazo con- 
cedido para amortizar la deuda, el resultado 
termina siendo totalmente opuesto al que se 
perseguía. Esto es, por la vía de cobrar un 
interés inferior al socialmente necesario, a  
los préstamos de un monto superior se les 
conceden subsidios de mayor cuantía (colum- 
na 2 de los cuadros 8 y 9). 

 
27 De allí, entonces, que no parezca razonable exi- 

mir de ahorro previo a los imponentes de los insti- 
tutos previsionales que postulan a una vivienda. Ha- 
bría que eliminar también los préstamos que esos  
organismos otorgan a sus afiliados para ayudarles a 
formar el ahorro previo necesario para adquirir una  
solución habitacional. 

Otra fuente de subsidios tradicionalmente 
importante está representada por el deterioro  
del valor real de las deudas y dividendos. En- 
tre 1968 y 1975 el valor de la unidad reajus- 
table —índice usado para corregir los efectos  
de la inflación— aumentó en 153 veces, mien- 
tras que el nivel general de precios lo hizo  
en 648, y los costos de construcción en 821.  
En el igual período, el índice de reajustes del 
SINAP se incrementó en 276 veces28. Fácil es 
formarse una idea acerca de la magnitud del 
subsidio que por esa vía se ha otorgado. Este,  
al igual que el mecanismo anterior, ha favo- 
recido en mayor grado a las familias que ob- 
tienen préstamos más cuantiosos. 

Otra fuente de subsidios, que también sur- 
ge como consecuencia de la inadecuada co- 
rrección monetaria, la constituye el valor de 
liquidación de las viviendas. El método de  
cálculo de los costos de construcción se ha  
basado en cifras históricas, lo que se ha tra- 
ducido en una rebaja en el precio de venta. 

Además, en la mayoría de los casos no se  
han imputado ciertos costos generales de las 
instituciones públicas, las cuales están en di- 
recta relación con la construcción de vivien- 
das29. Por último, muchas veces los deudores  
han caído en mora o sencillamente no han 
cancelado los compromisos a que estaban 
obligados contractualmente30. 

En los cuadros 8 y 9 se han estimado los 
subsidios otorgados a través del cobro de  
una tasa de interés inferior al costo del cré- 
dito. Ellos envuelven el efecto producido por 

 
28 La mayor parte de la desvalorización de las deu- 

das se produce entre 1971 y 1973, como resultado de  
una política deliberada del Gobierno en el sentido  
de congelarlas, pese al incremento del nivel general  
de precios. Por esta razón no puede considerarse que  
la totalidad del elevado subsidio de que se benefi- 
ciaron los préstamos concedidos con anterioridad ha- 
ya correspondido a una política deliberada en el mo- 
mento de otorgarlos. Esta es, por cierto, la situación  
que se registra para 1969, año al cual están referidas  
nuestras estimaciones. No obstante, la desvalorización  
fue un fenómeno permanente, si bien de menor mag- 
nitud, en el transcurso de la década del sesenta. 

29 El efecto de operar sobre la base de costos histó- 
ricos se estimó para 1959 equivalente a una rebaja  
del 20% en el valor de venta de la vivienda. 

30 Hasta 1974, CORHABIT no tenía un sistema 
adecuado de cobranza, y el pago era casi voluntario. En  
abril de ese año el 50%, de sus deudores estaba en  
mora, con un atraso promedio de 14 meses en el pa- 
go de sus dividendos. 
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la tasa pactada y el derivado de la desvalori-
zación de la deuda como resultado de la in-
flación31. Lo primero que llama la atención 
es la magnitud de las transferencias, las cua-
les fluctúan entre 20 y 78 por ciento del va-
lor de los préstamos. En segundo lugar, los 
subsidios incrementan su monto a medida 
que se eleva el valor del préstamo, lo cual 
equivale a entregar beneficios de mayor cuan-
tía a las familias de rentas superiores. Esto 
contrasta con la caracterización que se hizo 
de las familias que viven en condiciones ha-
bitacionales deficitarias, la gran mayoría de 
las cuales registraba ingresos inferiores a 
US$ 100. Por lo tanto, al entregar subsidios 
tan elevados a hogares de rentas superiores 
se reducen las posibilidades de acción en fa-
vor de quienes merecen prioridad. 

Puede observarse también que el  monto 
del subsidio otorgado a las familias que per-
ciben una renta superior a los US$ 100 es, en 
casi todos los casos, mayor que el costo de la 
vivienda más barata (US$ 2.435). Esto 
significa que a quienes se encuentran en una 
situación menos aflictiva se les otorga un 
beneficio equivalente al costo de la mejor 
solución a que pueden aspirar el 50 por 
ciento de las familias chilenas. Del mismo 
modo, la elevada proporción del préstamo que 
goza de subsidio limita la extensión de los 
programas, concentrando los beneficios en 
unos pocos, que resultan muy favorecidos con la 
adjudicación de las viviendas. Se ha 
estimado, a partir de la situación prevaleciente 
en 1969 que  s i  los  deudores  des t inaran  un  
15  por  ciento de sus rentas a servir los 
préstamos, sólo  las  famil ias  de  ingresos  
infer iores  a  US$ 50 necesitarían subsidios de la 
magnitud concedida. No obstante, los hogares 
beneficiados con esas rentas fueron los 
menos32. Más aun, del total de familias 
favorecidas, entre un 30 y un 70 por ciento —
según el tipo de préstamo— estaba 
sobradamente en condiciones de reintegrar 
el préstamo de acuerdo a las condiciones 
pactadas y no necesitaba que les reajustaran 
sólo en forma parcial los divi- 

 

 

31No se incluyeron los subsidios por la subestima- 
ción del valor de liquidación de las viviendas ni por  
el atraso en los pagos de dividendos. 

32Las familias ubicadas en este estrato representan  
apenas el 6% de las favorecidas con los préstamos del PAP 5 y 
de los institutos previsionales. 

dendos y la deuda. Unicamente por este úl-
timo concepto, las instituciones públicas per-
dieron alrededor de la  cuarta  parte  de los  
fondos facilitados en 1969. 

En síntesis, la naturaleza de los préstamos 
y la forma en que se han administrado origi-
nan subsidios muy cuantiosos y en muchos 
casos excesivos. Al mismo tiempo, han signifi-
cado beneficios superiores para los hogares de 
mayor capacidad de pago. Todo ello ha l i-
mitado las posibilidades de canalizar los re-
cursos hacia la solución del déficit  habita-
cional. 

III .  LA DISTRIBUCIÓN DE LOS RECURSOS 
PÚBLICOS 

Hasta aquí sólo se ha analizado la magni-
tud de los subsidios envueltos por tipo de 
préstamos. Este capítulo tiene el propósito de 
determinar qué sectores socioeconómicos fue-
ron los que captaron esos subsidios, vale de-
cir a quiénes se concedieron los préstamos y 
se asignaron las viviendas. No sólo se han 
considerado las líneas de préstamos ya ana-
lizadas, sino también las restantes acciones 
públicas en el campo de vivienda y urbanis-
mo. Entre estas últimas tienen gran impor-
tancia la construcción de obras sanitarias, pa-
vimentación y obras urbanas. 

Con la estimación que nos proponemos es 
posible evaluar en qué medida los recursos 
que el  Estado dest ina a  solucionar  el  pro-
blema habitacional —y que en la última dé-
cada representaron alrededor del 8 por cien-
to de sus gastos totales— favorecieron a los 
sectores que habitan en viviendas deficitarias. 
con tal objeto las familias han sido agrupa-
das en función de sus niveles de ingreso. 

Respecto de cada programa se identificaron 
los beneficiarios —ordenándolos de acuerdo a 
sus rentas— y a partir del cálculo de los sub-
sidios que él envuelve se estimó la distribu-
ción de los recursos públicos entre los distin-
tos estratos de ingreso33. Desgraciadamente, 

 
3 3Un detalle de estos cálculos se encuentra en J.  

P. Arellano, op. cit., y se resume en el Cuadro 10.  
Cabe señalar que se supuso que todo el subsidio be- 
neficiaba a la familia adquirente y que no se tras- 
ladaba hacia otros agentes económicos, como la em- 
presa constructora, por ejemplo. Si bien es posible  
que haya habido algún traslado, se consideró que su  
escasa importancia no justificaba incluirlo en el aná- 
lisis. 



el análisis se ha debido restringir a la situa- 
ción imperante en 1969. Los antecedentes re-
lativos al programa para 1976, que hemos 
usado en otras partes de este trabajo, resultan  
de escasa utilidad aquí, ya que la que inte- 
resa es identificar los niveles de ingreso de  
los hogares que efectivamente se ven favore- 
cidos con las soluciones habitacionales ofreci- 
das. Ellos tienen por lo común rentas supe- 
riores a las que los planificadores proyectan. 

Los resultados de este cálculo se entregan  
en el cuadro 10. Un primer criterio para eva- 
luar el significado de estas cifras consiste en 
comparar la distribución por tramos de in-
greso del total de recursos que el Estado des- 
tina a vivienda y urbanismo (col. 8) con la 
distribución del ingreso nacional. Esta última  
se aproxima a la forma en que se repartirían  
las inversiones que el país efectúa en estos  
rubros, en ausencia de subsidios gubernamen- 
tales. La comparación revela que los más po- 
bres —que sólo perciben el 27,7 por ciento  
del ingreso nacional— captan el 45 por cien- 
to de los gastos públicos destinados a estos 
programas. Por el contrario, los grupos aco-
modados —que obtienen más del 26 por cien- 
to del ingreso del país— se benefician sólo  
del 8 por ciento del gasto. La acción pública  
ha constituido por lo tanto un mecanismo  
efectivo para promover una mayor igualdad  
en el acceso a las soluciones habitacionales. 

Otra forma de evaluar el significado de la 
distribución de los recursos públicos en este 
campo —nuestra columna 8— consiste en com-
pararla con la carga tributaria que recae so- 
bre los distintos estratos de ingresos, cuyos 
aportes son los que financian buena parte de  
la acción gubernamental. La columna 11 del 
cuadro 10 nos indica que por la forma de re-
caudación de los ingresos públicos el Go- 
bierno estaba transfiriendo recursos desde las 
familias que percibieron rentas de más de 
US$ 200, a las que ganaban menas de esa 
cantidad. Estas últimas recibían el 80 por 
ciento de los recursos públicos, en tanto que 
financiaban un 57 por ciento de ellos, mien- 
tras que los hogares con ingresos mensuales 
superiores a 200 dólares captaban un 20 por  
ciento y contribuían con el 43 por ciento34. 

 
34La estimación se ha tomado de A. Foxley, E. Ani- 

nat y J. P. Arellano, cit. Se consideran todos los in- 
gresos tributarios del sector público —excepto el im- 
 

La actividad pública en vivienda y urba-
nismo ha representado en consecuencia un 
mecanismo a través del cual el Estado ha lo- 
grado efectivamente transferir recursos hacia  
los sectores de ingresos medios y bajos. Se ha 
conseguido así una redistribución progresiva  
del ingreso y, en términos más generales, del 
bienestar. 

No obstante, el resultado anterior no dice 
mucho acerca del efecto que han tenido esos 
recursos en la solución del problema habita- 
cional, ni de la forma en que deberían dis- 
tribuirse por sectores socioeconómicos para lo- 
grar ese objetivo. A este respecto, pueden 
plantearse al menos dos criterios. El primero  
es que el gobierno debería asignar sus recur- 
sos en proporción al número de familias que 
integran cada estrato socioeconómico. El otro,  
más redistributivo aún, señala que los recur- 
sos deberían orientarse preferentemente a  
quienes viven en condiciones habitacionales 
deficitarias. Si para evaluar la acción pública  
se adopta el primer criterio, que implícita-
mente propone que el Estado entregue la 
misma cantidad de recursos a todas las fami- 
lias, independientemente de su nivel de in-
greso, se observa que quienes han sido dis-
criminados en los últimos años son los hoga- 
res en extrema pobreza. Estos, a pesar de 
constituir cerca de un 30 por ciento de la 
población chilena, fueron destinatarios de 
apenas el 11 por ciento de los fondos públi- 
cos. Por el contrario, el resto de los hogares 
captaron una proporción de recursos superior  
a la que les hubiera correspondido de acuer- 
do a su importancia numérica. Por último,  
y como un indicador de la distribución que 
debería obtenerse en caso de adoptarse el 
criterio de prioridad a los más necesitados, 
compárese la asignación de los recursos por 
tramos de ingreso, con la de quienes habi- 
tan en viviendas marginales (cuadro 1). Los 
hogares con rentas mensuales inferiores a  
US$ 100 deberían captar sobre el 85 por cien- 
to del gasto público, y sólo han recibido el  
45 por ciento de éste. 

Aparte de los errores que se cometen en  
el diseño de los programas, el principal obs- 
 

puesto al cobre y él adicional—, las contribuciones 
previsionales y las recaudaciones por derechos de 
aduana. 
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táculo que se enfrenta para aumentar el im-
pacto redistributivo del gasto público reside 
en el comportamiento de los grupos medios y 
altos. Estos también necesitan proveerse una 
solución habitacional, pero las características 
y el costo de las viviendas a que aspiran —en 
comparación a sus ingresos—, los llevan a pre-
sionar para que el Estado les otorgue subsi-
dios que resultan superiores a los que reci-
ben los grupos de menores ingresos. 

La alternativa que se elija dependerá en 
último término de los recursos disponibles y 
del sacrificio que se esté dispuesto a aceptar 
—o que se logre imponer— para resolver el 
problema de los  que no acceden a  una vi-
vienda mínima. No obstante, como ya se ha 
señalado, la sola reducción de subsidios al 
nivel estrictamente necesario dada la capaci-
dad de pago de los distintos estratos de ho-
gares permitiría avaluar en forma significa-
t iva hacia  una mayor igualdad y extender 
los beneficios a un mayor número de hogares. 

En síntesis, el Estado ha logrado redistri-
buir el ingreso a través de los programas ha-
bitacionales y se ha constituido en la única 
fuente de "soluciones organizadas" para el 60 
por ciento más pobre de la población, jugan-
do un rol que, si bien imperfecto, resulta di-
fícil de sustituir. 

IV. BASES PARA UNA POLÍTICA 

La estrecha interrelación que se produce 
entre los diferentes elementos que conforman 
el problema —tanto entre aquellos asociados 
al nivel y tipo de desarrollo del país, como 
entre los que obedecen a los programas ha-
bitacionales— revela la necesidad de elaborar 
una política de vivienda que considere simul-
táneamente todos esos aspectos. 

Como se ha señalado, mientras más redis-
tributiva y más generadora de recursos para 
inversión sea la estrategia global de desarro-
llo, más factible resultará satisfacer las nece-
sidades habitacionales de las familias más 
pobres. No obstante, la política habitacional 
puede contribuir per se al incremento de los 
recursos de inversión y a una distribución del 
ingreso más equitativa. Lo primero está su-
bordinado ciertamente a una decisión políti-
ca, en términos de la prioridad que se otor-
gue en la estrategia global de desarrollo a la 
construcción habitacional. Cualquiera sea esa

prioridad, empero, siempre habrá algún mar-
gen de maniobra para mejorar la captación 
de ahorros para la vivienda. 

Se ha señalado que en muchos casos los 
subsidios han sido superiores a lo que —dada 
su capacidad de pago— habrían necesitado 
los beneficiarios. Ello sugiere que ésta sería 
una fuente potencial de recursos. En efecto, 
una parte del financiamiento de la mayor in-
versión en viviendas podría provenir del aho-
rro de los propios interesados. Esta parece ser 
una fuente relativamente descuidada, como 
que en el sector público la recuperación de 
préstamos y el ahorro previo no alcanzaron 
en conjunto a financiar más del 17 por ciento 
de las inversiones efectuadas durante la se-
gunda mitad de la década del sesenta35. 

El escaso rendimiento de las fuentes finan-
cieras que provienen de los propios intere-
sados contrasta con la importancia que histó-
ricamente ha tenido la inversión pública en 
esta área. Si se considera tan sólo la labor 
desarrollada a partir de 1960, año en que se 
implementa la reajustabilidad de las deudas, 
se concluye que con la simple amortización 
de éstas, la inversión pública podría haberse 
financiado por completo a partir de 1970. Es-
to, de haberse concedido durante el decenio 
del sesenta un volumen constante de présta-
mos bajo las siguientes condiciones: a 25 años 
plazo, tasa de interés del 10 por ciento anual 
y reajuste de acuerdo al total de la inflación 
interna. Incluso si a todos los préstamos se 
les hubiese otorgado un subsidio equivalente 
a la cuarta parte de su valor, al cabo de 13 
años, es decir de 1973 en adelante, no se ha-
bría requerido financiamiento adicional. 

También en el sector privado se observa 
de parte de los interesados una contribución 
inferior a la que podrían hacer, aunque el 

 

35Se consideraron las fuentes de financiamiento de 
CORVI, CORHABIT y CORMU entre 1965 y 1969. El resto  
de la inversión se financia con aporte fiscal (39%),  
excedentes de las cajas de previsión (27%) leyes 
especiales y aportes de terceros (13%). créditos ex-
t e r n o s  e  i n t e r n o s  ( 2 % ) .  V é a s e  M i n i s t e r i o  d e  
Vivienda y Urbanismo, 1970, op. cit. Se consideró  
entre las recuperaciones alrededor de un 60% de los  
fondos que cobraron los institutos previsionales por  
concepto de todo tipo de préstamos. 

El ahorro de los propios interesados no ha mos- 
trado incrementos durante la década en curso; por  
el contrario, ha tendido a perder importancia relativa. 
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efecto es menos pronunciado que en el caso 
anterior. A fines de los años sesenta, el SINAP 
financiaba sólo el 30 por ciento de sus activi-
dades con el ahorro previo y la recuperación 
de préstamos. 

En la medida en que se limiten los subsi-
dios a lo estrictamente necesario, los adqui-
rentes de viviendas aportarán mayores recur-
sos, lo que permitirá extender la cobertura 
de los programas. Más adelante se señalan las 
características de los subsidios y del financia-
miento habitacional requeridos para lograr 
este propósito. 

Sería conveniente aplicar criterios similares 
respecto de las prestaciones públicas en el 
campo urbanístico,  en el  cual la  recupera-
ción de las inversiones es casi nula. Los ho-
gares que disponen de instalaciones sanitarias 
deberían —en la medida de sus posibilidades— 
reintegrar al Fisco los fondos invertidos por 
el Estado en la dotación de esta infraestruc-
tura. Ello permitiría desarrollar nuevos pla-
nes de este tipo para dotar de servicios bási-
cos a las familias pobres. 

Con respecto a la distribución original del 
ingreso, la política habitacional también pue-
de contribuir en algún grado a hacerla más 
igualitaria. Es sabido que la construcción de 
viviendas es una actividad fuertemente ab-
sorbedora de mano de obra, en especial de 
trabajadores no calificados. En consecuencia, 
tanto las técnicas como el tipo de viviendas 
que se decida construir prioritariamente ten-
drán consecuencias en términos de absorción 
de empleo. Un estudio reciente ha mostrado 
que el mismo monto de subsidio para vivien-
da otorgado a una familia de ingresos infe-
riores a US$ 2 mil anuales crearía más del 
doble de empleo que el que se obtendría de 
conceder ese beneficio a un hogar con rentas 
superiores a US$ 7 mil36. La selección de 
aquellas técnicas y diseños más intensivos en 
trabajo y, por lo tanto, potencialmente más re- 
distributivos, debería constituir entonces un 
objetivo explícito. 

Pero donde la política habitacional alcan-
za mayor autonomía en términos de favore-
cer de preferencia a los grupos más pobres es 

 
36P. Strassmann, "Measuring the employment effects of 

housing policies in developing countries", en Eco- 
nomic Development and Cultural Change, April, 1976. 

en materias tales como el diseño de las solu-
ciones ofrecidas y los costos de construcción, 
el financiamiento y los mecanismos de sub-
sidios. 

La política de financiamiento —como ya 
se señaló— ha contemplado subsidios tanto a 
los demandantes como a la  producción de 
viviendas. Los primeros se han canalizado a 
través de diversos mecanismos: cobro de in-
tereses por la deuda inferiores al costo real 
de los fondos; precio de venta de las vivien-
das  que  no  a lcanzan  a  cubr i r  su  cos to  de  
construcción; reajustes sólo parciales de la 
deuda y de los dividendos; incumplimiento 
en los pagos por parte de los asignatarios, y 
exenciones de los tributos que afectan a la 
propiedad y a la renta de las viviendas. El 
subsidio a la producción se ha otorgado vía 
la rebaja de los impuestos que gravan a las 
empresas constructoras y a sus propietarios, 
y a la edificación y transferencia de las "vi-
viendas económicas". 

Todos estos beneficios tienen en común 
su falta de planificación y su reducida selec-
tividad. Cuando por el crédito se cobra un 
costo inferior a su precio social, el monto de 
la transferencia queda supeditado a la mag-
nitud de la deuda y a su plazo de amortiza-
ción. Al reajustar parcialmente los dividendos 
y la deuda, el beneficio pasa a depender del 
ritmo que alcance la inflación y de la mag-
nitud del préstamo. En igual forma, la auto-
ridad prácticamente desconoce el monto del 
subsidio entregado cuando éste corresponde  
a la menor recaudación tributaria que gene-
ran las franquicias. Resulta así difícil identi-
ficar quiénes y en qué medida resultan favo-
recidos con tales transferencias. 

La operatoria de los subsidios impide otor-
garlos en función de las necesidades de las 
familias. El monto queda de hecho librado a 
otro tipo de variables. Para evitar estas situa-
ciones, en un programa de vivienda social re-
sulta indispensable especificar los subsidios en 
directa relación con el monto del préstamo, el 
que a su vez ha de estar ligado al nivel de 
ingreso de los asignatarios. Se ha de estipu-
lar que sólo un determinado porcentaje del 
costo de la solución será subvencionado, de-
biendo los asignatarios reintegrar completa-
mente el saldo. Esto requiere establecer los 
mecanismos adecuados para el cálculo del 
 



costo real  de la  solución proporcionada y 
para la efectiva amortización de aquella par-
te de la deuda que no gozará de subsidios. 
Habrá, pues, que desarrollar un sistema de 
contabilidad y de cobranza que asegure la re-
cuperación de los valores reales involucra-
dos37. 

Al mismo tiempo, los subsidios que sean 
necesarios deben otorgarse a los demandan-
tes, evitando así la filtración de beneficios ha-
cia los productores y facilitando su selectivi-
dad. A su vez, un mecanismo simple y efec-
tivo de discriminar entre los demandantes 
consiste en conceder los subsidios en función 
de las características de la vivienda. Este cri-
terio parece más conveniente que el basado 
en el mero tamaño, puesto que considera su 
costo total. El sector público puede estable-
cer qué soluciones habitacionales gozarían del 
beneficio, las cuales deberían adecuarse a las 
necesidades de los más pobres, resultando po-
co atrayentes para otros sectores de mayor ca-
pacidad adquisitiva, con lo que se evitaría 
que éstos captaran los beneficios. 

Asimismo, resulta conveniente mantener la 
exigencia de un ahorro previo, máxime si una 
de las  l imitaciones que enfrenta  todo pro-
grama masivo de construcciones es la falta 
de recursos. 

Tanto el mecanismo de subsidios propues-
to, como el propósito de conseguir ahorros 
de los potenciales adquirentes, sugieren la 
conveniencia de canalizar el financiamiento 
a través de instituciones especializadas en vi-
vienda38. 

Los estándares y los costos de construcción 
juegan también un papel decisivo. Ninguna 
política de subsidios será efectiva en la supe-
ración del problema habitacional si las solu-
ciones ofrecidas distan mucho de la capacidad 
adquisitiva de la población o si los costos de 
edificación se elevan en forma permanente. 

Cabe señalar que cuando se desea estable-
cer los estándares (tamaño, diseño, especifica- 

 
37Los dividendos pueden establecerse como porcen- 

taje de la renta de las familias, de manera que su 
monto absoluto aumente a medida que mejore el 
ingreso. Se reducirían así, por otra parte, las dificul- 
tades enfrentadas por las personas que perciben in- 
gresos inestables. En líneas generales, ésta es la po- 
lítica que está siguiendo CORHABIT. 

3 8  Véase O .  F .  G r i m e s ,  Housing for low income ur- 
ban families, 1976. 

ciones, etc.), se suele partir de lo que "técni- 
camente" parece ser una vivienda mínima 
aceptable. Más lógico, sin embargo, sería esta-
blecer las restricciones económicas que se 
afrontan o —lo que es lo mismo— los recursos 
de que se dispone, y sobre esa base elaborar 
las mejores soluciones posibles. Si se desea 
ofrecer alternativas reales de solución al 30 
por ciento de hogares chilenos cuyos ingresos 
fluctúan entre US$ 50 y US$ 100, habría que 
rebajar más o menos a la mitad los costos con 
respecto a la solución más económica que 
existe en la actualidad. Y para incorporar al 
10 ó 15 por ciento de la población cuyas ren-
tas fluctúan entre US$ 25 y 50, sería preciso 
reducir  a  la  cuarta parte el  costo de la so-
lución mínima actual. 

La rebaja de costos puede obtenerse de di-
versas formas, la mayoría de ellas complemen-
tarias. El espacio habitable, que en la actuali-
dad es de 7 m2 por persona en la vivienda 
más barata, puede todavía reducirse más, siem-
pre que se dote a los conjuntos habitaciona-
les de centros comunitarios y lugares de es-
parcimiento colectivos. La construcción de vi-
viendas pareadas y continuas de mediana al-
tura ofrece posibilidades de ahorro de terreno 
y materiales. La mayor densificación resul-
tante permitiría ubicar los nuevos conjuntos 
habitacionales más cerca de los centros labo-
rales y de abastecimiento, con la consiguiente 
reducción de los costos de transporte y mejor 
acceso a los servicios de utilidad pública. 

Por último, pueden los costos de la 
construcción misma. Ello incluye as- 
pectos como la tecnología, los materiales em-
pleados y el grado de terminación de la  vi-
vienda.  En el pr imer sentido,  resulta  acon-
sejable promover el mejor aprovechamiento 
de los materiales y el diseño de modelos ha-
bitacionales que respondan a las caracterís-
ticas de las diferentes zonas geográficas del 
país. Por otra parte, deberían revitalizarse las 
soluciones parciales o graduales implemen-
tadas en años anteriores. Las operaciones si-
tio y los programas de autoconstrucción ofre-
cen una fuente adicional de economías39. Un 

 

39 Las viviendas de autoconstrucción ofrecidas por 
CORHABIT entre 1915 y 1969 tenían por metro cuadrado 
un costo inferior en más de 50% a las soluciones  
tradicionales proporcionadas por CORVI. Véase Minis-
terio de Vivienda y Urbanismo, 1970, op. cit. 
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camino no explorado, que tiene característi-
cas similares, es el de la recuperación (repa-
ración) de las viviendas deficitarias, lo cual 
requeriría por cierto crear líneas especiales 
de crédito y ofrecer asistencia técnica a los 
interesados. 

Todas estas "soluciones parciales" tienen la 
ventaja de aprovechar y canalizar adecuada-
mente los recursos que las familias modestas 
destinan a construir las "soluciones espontá-
neas". Las propuestas de este tipo enfrentan 
normalmente la oposición de los técnicos, que 
por su formación profesional y su propia per-
cepción del problema tienden a considerarlas 
inadecuadas40. En la práctica, sin embargo, la 
alternativa son las "soluciones espontáneas", 
cuyas características se observan a simple vista 
en los campamentos, poblaciones callampas, 
etc., y cuya adecuación a las necesidades es 
ciertamente más insatisfactoria que la que se 
lograrla, a través de las fórmulas propuestas. 

 
40Esto refleja la importancia de readecuar los pro- 

gramas de enseñanza universitaria en estas carreras.  
Habría que promover la creatividad en el diseño su- 
jeta a restricciones de recursos, y no dejar amplia li- 
bertad a la pura expresión artística, como muchas  
veces ocurre. Un ejemplo de la tendencia descrita se  
encuentra en los trabajos realizados por los estudian- 
tes para obtener su título en la Escuela de Arqui- 
tectura de una universidad chilena. De 140 proyectos 
realizadas entre 1970 y 1975, no más de 10 tenían 
relación con el diseño de viviendas sociales. 

En cuanto a los costos de la edificación, 
el sector público podría moderar su alza per-
sistente, a través de diversos mecanismos. La 
estabilidad del gasto fiscal destinado a este 
rubro es una medida de primera importancia. 
La utilización por parte del Estado de la ca-
pacidad negociadora que le da su alta parti-
cipación en la demanda, podría contribuir a 
incrementar la competencia entre las empre-
sas constructoras y entre las industrias pro-
ductoras de insumos. Sería aconsejable, por 
otro lado, revisar las crecientes exigencias 
impuestas por las empresas de utilidad pública 
acerca de la seguridad de las construcciones: 
pues muchas de ellas no son imprescindibles. 
Por último, habría que definir una política 
de regulación del uso del suelo urbano, que 
impidiera el crecimiento irracional de las ciu-
dades y que limitara el alza excesiva del pre-
cio de este recurso. 

En síntesis, la solución del problema ha-
bitacional en Chile y en otros países latino-
americanos41 requiere orientar los recursos y 
los esfuerzos en pos de una mayor equidad 
y eficiencia, a través de la adopción de solu-
ciones que se adecuen estrictamente a nues-
tra realidad y posibilidades. 

 
41Grimes, op. cit., analiza la situación en Ciudad  

de México y Bogotá, llegando a conclusiones bastan- 
tes coincidentes con las que surgen del análisis de la  
realidad chilena. 
 


